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MAGISTRADO PONENTE: LEVIS IGNACIO ZERPA

Exp. N° 16.718

El ciudadano ADRIÁN OCTAVIO ORONOZ SILVA, titular de la cédula de identidad N° 6.174.376, asistido por el abogado Rommel Rafael Oronoz Silva, inscrito en el Inpreabogado bajo el N° 29.625, interpuso el 10 de diciembre de 1999 ante esta Sala, recurso contencioso administrativo de anulación del acto administrativo dictado el 23 de noviembre de 1999 por el ciudadano Dr. Manuel Manrique Siso, en su condición de MINISTRO DEL TRABAJO (Encargado), por el cual se “reconoce como legítimo el proceso de unificación de los dos (2) sindicatos de la Compañía Anónima Metro de Caracas y la elección de la nueva Junta Directiva del SINDICATO DE LOS TRABAJADORES DE LA C.A. METRO DE CARACAS.”

El 14 de diciembre de 1999 se dio cuenta en Sala y se ordenó oficiar al Ministerio del Trabajo solicitando la remisión del expediente administrativo correspondiente.

El 5 de abril de 2000, el abogado Rommel Rafael Oronoz Silva consignó poder que acredita su representación en este juicio y, vista la negativa del Ministerio del Trabajo a remitir el expediente administrativo, solicitó el pase de los autos al Juzgado de Sustanciación, a los fines de la continuación del proceso.

El 25 de abril de 2000, el Juzgado de Sustanciación admitió la demanda cuanto ha lugar en derecho y ordenó notificar, mediante oficio, a los ciudadanos Fiscal General de la República y Procurador General de la República, remitiéndoles copias certificadas de la solicitud y de la documentación acompañada a ésta, previendo librar el cartel a que alude el artículo 125 de la Ley Orgánica de la Corte Suprema de Justicia, una vez que constaran en autos las referidas notificaciones. Asimismo, ordenó oficiar al Ministro del Trabajo solicitándole, nuevamente, la remisión del expediente administrativo relacionado con el presente juicio, anexándole copia certificada de la solicitud y del auto de admisión.

Efectuadas las notificaciones y librado, retirado, publicado y consignado el cartel, la parte actora promovió prueba de exhibición del acto administrativo que impugna, la cual fue admitida.

El 4 de octubre de 2000, la abogada Jennifer Martínez, en su carácter de Consultora Jurídica del Ministerio del Trabajo, consignó el acto administrativo objeto del recurso de nulidad, cumpliendo con la prueba de exhibición que fuera admitida por el Juzgado de Sustanciación; en la misma fecha el apoderado del recurrente solicitó que se remitiera el expediente a la Sala, por no existir otras pruebas que evacuar, lo cual fue acordado.

El 18 de octubre de 2000 se dio cuenta en Sala del recibo del expediente y por auto de la misma fecha se designó Ponente al Magistrado Levis Ignacio Zerpa, fijándose el quinto día de despacho para el comienzo de la relación.

En la misma fecha, 18 de octubre de 2000, se dio cuenta de escrito presentado el día anterior por el ciudadano Santiago Barta, titular de la cédula de identidad N° 4.882.216, asistido por el abogado Omar Cárdenas, inscrito en el Inpreabogado bajo el N° 45.361, quien en su condición de trabajador activo de la Compañía Anónima Metro de Caracas, solicitó se le tenga como parte interesada en este juicio, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 23 de la Ley Orgánica de Procedimientos Administrativos, a la vez que solicitó la declaratoria de urgencia y reducción de lapsos en la tramitación de este juicio y la declaratoria sin lugar del recurso de nulidad interpuesto.

El 25 de octubre de 2000, el apoderado del accionante rechazó en todas sus partes el escrito que fuera consignado por el ciudadano Santiago Barta y solicitó que se desestimara su intervención, por ser ilegítima. Igualmente, solicitó la reducción de lapsos procesales, conforme a lo establecido por el artículo 135 de la Ley Orgánica de la Corte Suprema de Justicia, que se prescinda de formalismos indebidos, como lo dispone el artículo 27 de la Constitución vigente y que se proceda a sentenciar esta causa sin más trámites, pedimentos que fueron reiterados mediante diligencia consignada el 7 de noviembre de 2000, en la cual, además, solicitó la suspensión temporal de los efectos del acto que impugna, de conformidad con el artículo 136 de la Ley Orgánica de la Corte Suprema de Justicia.

En fecha 15 de noviembre de 2000, oportunidad fijada para que tuviera lugar el acto de informes, compareció la abogada Luisa Barbella de Osorio, en su carácter de representante de la República Bolivariana de Venezuela y consignó escrito de informes en este juicio. En la misma fecha fue agregado a los autos escrito de informes que fuera consignado el 7 de noviembre de 2000, por el abogado Rommel Rafael Oronoz Silva, en su carácter de apoderado de la parte actora.

El 18 de enero de 2001, terminó la relación y se dijo “Vistos”.

Finalmente, en virtud de la designación de los Magistrados Hadel Mostafá Paolini y Yolanda Jaimes Guerrero y la ratificación del Magistrado Levis Ignacio Zerpa por la Asamblea Nacional en Sesión de fecha 20 de diciembre de 2000, publicada en la Gaceta Oficial N° 37.105 del 22 del mismo mes y año, se reconstituyó la Sala Político Administrativa el 27 de diciembre de dicho año, ratificándose como Ponente al Magistrado antes indicado, quien con tal carácter suscribe el presente fallo.

Pasa la Sala a decidir, previas las siguientes consideraciones:

I

PUNTO PREVIO


Ha pretendido incorporarse a este proceso, el ciudadano SANTIAGO BARTA, alegando que en su condición de trabajador activo al servicio de la C.A. METRO DE CARACAS, es persona interesada en los resultados de este juicio. Fundamenta su intervención en el contenido del artículo 23 de la Ley Orgánica de Procedimientos Administrativos, el cual dispone que quienes no hubieren intervenido en la iniciación del procedimiento, pueden apersonarse en cualquier estado de la tramitación, siempre que reúnan los requisitos de titularidad contemplados en el artículo 121 de la Ley Orgánica de la Corte Suprema, relativos al interés personal, legítimo y directo que deben concurrir en quienes soliciten la anulación de un acto administrativo.


Al respecto, precisa la Sala que el presente asunto se está tramitando en sede judicial y no en sede administrativa, supuesto éste al cual alude el artículo 23 de la Ley Orgánica de Procedimientos Administrativos. En consecuencia, la intervención de un tercero en un procedimiento jurisdiccional, ya iniciado, debe ajustarse a las reglas establecidas para regular tal procedimiento judicial de impugnación de actos administrativos, y no al establecido para normar esa intervención cuando el asunto se esté ventilando en sede administrativa. 

En tal virtud, para poder intervenir en este proceso, el ciudadano SANTIAGO BARTA debió atender al emplazamiento efectuado por el Juzgado de Sustanciación mediante el cartel, librado de conformidad con el artículo 125 de la Ley Orgánica de la Corte Suprema de Justicia y, dentro del lapso de diez (10) días de despacho siguientes a su publicación, darse por citado en el presente juicio de nulidad, pues tal es la exigencia del procedimiento que debe seguirse en sede judicial, para la intervención de una persona interesada en el resultado del juicio, cuando éste ya se ha iniciado.

En consecuencia, se niega la intervención del ciudadano SANTIAGO BARTA en este proceso, lo cual conduce a que tanto los escritos presentados por él y las peticiones en ellos contenidos, así como los documentos que acompañó, se tengan como no presentados y carentes de valor procesal. Así se decide. 

Igualmente con carácter previo, y respecto de las recurrentes solicitudes de declaratoria de urgencia, reducción de lapsos y suspensión de efectos del acto impugnado que solicitara el accionante, llegada la oportunidad para decidir sobre el mérito del asunto, carece de objeto emitir pronunciamiento alguno sobre las referidas solicitudes. Así se declara.

 

II

ALEGATOS DEL RECURRENTE

Señala el ciudadano ADRIÁN OCTAVIO ORONOZ SILVA,  en su condición de miembro del Sindicato de Trabajadores de la Compañía Anónima Metro de Caracas (SITRAMECA), que coexisten en la referida sociedad mercantil dos sindicatos: uno, el ya identificado, cuyo Presidente es el ciudadano FRANCISCO TORREALBA, donde él integra el Tribunal Disciplinario; y otro, la Asociación Sindical Unitaria de Trabajadores del Metro de Caracas, (ASUTMETRO), presidido por el ciudadano OSCAR APARICIO.

La Junta Directiva del Sindicato de Trabajadores de la Compañía Anónima Metro de Caracas (SITRAMECA) fue electa para cumplir sus funciones en el período 1998-2001, pero en junio de 1999 comenzó a gestarse un proceso unitario entre ambos sindicatos, para lo cual se efectuó el 1° de septiembre de 1999 una Asamblea General Unitaria entre ambas organizaciones sindicales y la elección de una comisión electoral, proceso que culminó con la elección, en fecha 20 de octubre de 1999, de una nueva Junta Directiva.

Debido a que el proceso unitario adolece de vicios que lo afectan de nulidad absoluta, lo cual se ha demandado ante los tribunales del trabajo, el Inspector del Trabajo se ha abstenido de otorgar reconocimiento a la Junta Directiva que emergió del cuestionado proceso unitario, por lo cual coexisten actualmente dos sindicatos:  el Sindicato de Trabajadores de la Compañía Anónima Metro de Caracas (SITRAMECA) y la Asociación Sindical Unitaria de Trabajadores del Metro de Caracas, (ASUTMETRO); y también existen tres (3)  Juntas Directivas: una por cada sindicato y la tercera que surgió de la elección del 20 de octubre 1999. La situación descrita ha ocasionado un estado de indefensión de los trabajadores ante el patrono, quien no reconoce ninguna Junta Directiva hasta tanto el asunto no sea resuelto judicialmente.
En este estado de cosas, el Ministro del Trabajo (Encargado) dictó, el 23 de noviembre de 1999, un Auto mediante el cual “reconoce como legítimo el proceso de unificación de los dos (2) sindicatos de la Compañía Anónima Metro de Caracas y la elección de la nueva Junta Directiva del SINDICATO DE LOS TRABAJADORES DE LA C.A. METRO DE CARACAS” y ordena  notificar al Presidente de dicha Compañía, a los trabajadores y a todas las partes interesadas.

Tal Auto sería ilegal, por no hacer referencia a los hechos ni a las disposiciones legales en los cuales se fundamentó, lo que comporta el vicio de inmotivación; viola el procedimiento legalmente establecido porque fue dictado por un funcionario que no está facultado para ello, dado que corresponde al Inspector del Trabajo efectuar la notificación al patrono, cuando se trate elecciones de una  Junta Directiva de sindicato y no al Ministro; y también viola el Convenio relativo a la Libertad Sindical y a la Protección del Derecho a la Sindicalización, contenido en el Convenio 87 celebrado por la Conferencia General de la Organización General del Trabajo, que en su artículo 3, numeral 2, prescribe que las autoridades públicas deberán abstenerse de toda intervención que tienda a limitar ese derecho o a entorpecer su ejercicio legal.

En consecuencia, solicita que sea declarada la nulidad absoluta del acto que impugna.

II

OPINIÓN DE LA PROCURADURÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA

La abogada Luisa Barbella de Osorio, en su carácter de representante de la República de Venezuela niega los vicios que se le atribuyen al acto impugnado, con base en lo siguiente:

Respecto de la presunta inmotivación que alega el actor, sostiene que el Ministro dictó un acto administrativo de carácter no normativo, con vistas a las Actas de Escrutinios levantadas por la Comisión Electoral Unitaria el 20 de octubre de 1999, limitándose a transcribir los nombres de quienes resultaron electos para la Junta Directiva. En tal sentido, la actuación del Ministro del Trabajo no fue determinante para la designación de las autoridades sindicales, por cuanto las referidas elecciones se celebraron conforme a un proceso ceñido a lo pautado en la Ley Orgánica del Trabajo. En tal sentido niega que el acto impugnado pueda estar afectado del vicio de inmotivación, pues respecto de los hechos a los cuales se alude en el acto recurrido, el Ministro se ha limitado a exponerlos y con relación a los fundamentos legales, éstos se verificarían porque el proceso eleccionario se sujetó a lo dispuesto por la Ley Orgánica del Trabajo.

Con relación a la violación del procedimiento legalmente establecido, el cual se configuraría por el hecho de haber sido efectuada por el Ministro del Trabajo la notificación al patrono de los resultados electorales y de la nueva Junta Directiva del Sindicato de Trabajadores del Metro de Caracas, y no por el Inspector del Trabajo, a quien correspondía realizarla, sostiene la representante de la República que la notificación que ordena el artículo 451 de la Ley Orgánica del Trabajo no pudo efectuarla el Inspector del Trabajo, según lo admitió el propio actor, por los serios cuestionamientos que se han hecho a la legalidad del proceso unitario, los cuales se materializaron en un recurso de nulidad intentado ante el Tribunal Cuarto de Primera Instancia del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Area Metropolitana de Caracas, el cual fue declarado sin lugar en fecha 24 de octubre de 2000.

Por último, respecto de la violación del Convenio N° 87, relativo a la Libertad Sindical y a la Protección del Derecho a la Sindicalización, sostiene la representante de la República que la Asamblea General Unitaria de Trabajadores al servicio de la C.A. Metro de Caracas, acordó la celebración de un proceso electoral unificado donde los trabajadores, afiliados o no a los dos sindicatos existentes en la empresa, podían ejercer el derecho al voto; sintetizándose el proceso unitario en el sindicato con mayor número de afiliados, en virtud de la decisión de la Asociación Sindical Unitaria de Trabajadores del Metro de Caracas (ASUTMETRO) de disolverse en función de la unidad sindical, como consta de Acta de fecha 20 de agosto de 1999. Por lo anterior, afirma, resultan falsas las imputaciones que se le atribuyen al Auto dictado por el Ministro del Trabajo (Encargado), en el sentido de haber disuelto una organización sindical.

En consecuencia, opina, el acuerdo de los dos sindicatos al realizar el proceso unitario demuestra el ejercicio de la libertad sindical y el libre ejercicio de sus representantes, solicitando, en consecuencia, la desestimación de la demanda. 

III

FUNDAMENTOS DE LA DECISIÓN

1.- Con relación a la supuesta inmotivación del acto dictado por el Ministro del Trabajo, la Sala observa:

De conformidad con lo dispuesto por los artículos 9 y 18, numeral 5, de la Ley Orgánica de Procedimientos Administrativos, los actos administrativos de carácter particular deberán ser motivados, y en tal sentido, deberán hacer referencia sucinta a los hechos y fundamentos legales que autorizan su emisión. 

En el presente caso, el Auto del 23 de noviembre de 1999 está destinado, de acuerdo a su texto, a dejar constancia de: haberse realizado un proceso mediante el cual se unificaron dos sindicatos; de haberse celebrado una Asamblea General Unitaria de Trabajadores, a la cual se le atribuyó carácter de máxima instancia soberana y la obligatoriedad de todos los trabajadores de acatar las decisiones que de ella emanen; de los recaudos anexados y recibidos en el Despacho del Trabajo; de que el 20 de octubre de 1999 se realizaron las votaciones, el resultado de los escrutinios y de la identificación de quienes resultaron electos; del número de trabajadores que participaron en las elecciones y el reconocimiento de legitimidad que otorga el Ministro del Trabajo Encargado al proceso antes descrito, así como la notificación que ordena al Presidente de la Compañía Anónima Metro de Caracas, a los trabajadores y a todas las partes interesadas.

En consecuencia, no existe duda acerca de la referencia a los hechos que contiene el acto impugnado y si bien no se citan expresamente disposiciones legales, se desprende del conjunto del texto que la materia a la cual alude el Auto se encuentra prevista en la Ley Orgánica del Trabajo; tanto en lo referido al proceso de unificación de sindicatos, como a las elecciones sindicales y a las notificaciones que debe efectuar el Ministerio del Trabajo, sin perjuicio del contenido de éstas, tópico al cual se hará referencia en el punto 3 de este fallo, resultando, a juicio de la Sala, suficientemente motivado el acto que se recurre. Así se declara.

2.-  Respecto de la violación del procedimiento legalmente establecido, por haber efectuado la notificación del acto el Ministro del Trabajo y no el Inspector del Trabajo de la jurisdicción como ordena el artículo 451 de la Ley Orgánica del Trabajo, se observa: 

Conjuntamente a escrito consignado ante esta Sala el 7 de noviembre de 2000, acompañó el actor fotocopia de decisión del Inspector del Trabajo en el Distrito Federal, Municipio Libertador, de fecha 30 de octubre de 2000, por la cual dicho funcionario remite a los ciudadanos Francisco Torrealba, Claudio Farías y Richard Díaz, copia de Auto dictado en esa misma fecha, según el cual:

a.- El Inspector del Trabajo notificó en fecha 18 de octubre de 2000, a la empresa C.A. Metro de Caracas, de conformidad con lo establecido en el artículo 451 de la Ley Orgánica del Trabajo y a solicitud de los ciudadanos FRANCISCO TORREALBA, CLAUDIO FARÍAS y RICHARD DÍAZ, miembros de la Junta Directiva del Sindicato de Trabajadores del Metro de Caracas (SITRAMECA), que los integrantes de esa Junta Directiva gozaban de inamovilidad derivada de fuero sindical basándose en los supuestos de dicho artículo, así como en la sentencia definitivamente firme emanada del Juzgado Sexto de Primera Instancia del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Area Metropolitana de Caracas, de fecha 27 de julio de 2000, mediante la cual dicho juzgado anuló la Asamblea General Unitaria de Trabajadores del Metro de Caracas.

Con posterioridad, el ciudadano Fidel La Rosa ejerció recurso de reconsideración ante el Inspector del Trabajo con relación a la notificación antes indicada, con fundamento en sentencia dictada por el Juzgado Superior Segundo del Trabajo de la misma circunscripción, alegando que existía cosa juzgada en relación a ese asunto, porque ese juzgado había declarado inadmisibles los recursos de amparo y nulidad ejercidos contra la misma Asamblea General Unitaria de Trabajadores del Metro de Caracas, lo cual fue desestimado por la Inspectoría por no coincidir los actores en los distintos procesos judiciales.

No obstante lo anterior, el Inspector del Trabajo advierte que al dictar el acto de trámite de la notificación, desconocía que el Ministro del Trabajo (Encargado) había dictado un acto, en fecha 23 de noviembre de 1999, por el cual reconocía como Junta Directiva de SITRAMECA, a las personas electas en el proceso electoral del 20 de octubre de 1999. En efecto, se señala en dicho Auto lo siguiente:

(Omissis)

“Es por todo lo expuesto (...) resulta imposible a esta Inspectoría el poder dar cumplimiento a lo previsto en el artículo 451 de la Ley Orgánica del Trabajo hasta tanto no se resuelva sobre los procedimientos interpuestos contra el acto administrativo en cuestión”. 

Los procedimientos interpuestos “contra el acto administrativo en cuestión”, son, precisamente, como se aprecia del texto del mismo Auto:

(Omissis...)

...“los recursos de nulidad y de reconsideración interpuestos ante el Tribunal Supremo de Justicia el 10 de diciembre de 1999, en su Sala Político Administrativa y ante el Ministro del Trabajo, respectivamente, en contra del acto administrativo dictado por el ciudadano Ministro del Trabajo (Encargado) Dr. MANUEL MANRIQUE SISO, MEDIANTE EL CUAL SE RECONOCE como Junta Directiva de SITRAMECA a las personas elegidas mediante el proceso electoral realizado el 20 de octubre de 1999.”

En tal virtud, el Inspector del Trabajo ha emitido un pronunciamiento mediante el cual, por vía de decisión del recurso de reconsideración, ha revocado su propio acto de notificación; justificando su decisión en que mientras no se resuelvan los recursos ejercidos contra un Auto dictado por su superior jerárquico, sobre el  mismo asunto, se abstendrá de cumplir el mandamiento contenido en el artículo 451 de la Ley Orgánica del Trabajo.

Tal situación conduce a esta Sala a concluir que el Inspector del Trabajo sí efectuó la notificación de la elección de una nueva junta directiva, decisión que él mismo revocó con posterioridad, visto el acto emanado de su superior jerárquico. 

En consecuencia, no puede sostenerse válidamente que el Inspector del Trabajo no hubiere ejercido sus específicas competencias en la materia, como tampoco puede estimarse que el Auto dictado por el Ministro del Trabajo (Encargado), haya sido dictado por un funcionario manifiestamente incompetente para hacerlo, toda vez que en su carácter de superior inmediato del Inspector del Trabajo, corresponde a éste la revisión en sede administrativa de los recursos que en vía jerárquica se intenten contra los actos de los Inspectores.

A juicio de la Sala, para que un acto administrativo pueda estar afectado de nulidad absoluta, de acuerdo a lo dispuesto por el numeral 4 del artículo 19 de la Ley Orgánica de Procedimientos Administrativos, debe haber sido dictado por un funcionario manifiestamente incompetente o con prescindencia total y absoluta del procedimiento legalmente establecido; y en el presente caso, el hecho de emanar del Ministro del Trabajo no supone una incompetencia manifiesta, dado el carácter de superior inmediato de este funcionario en relación con el Inspector del Trabajo y tampoco se ha vulnerado el procedimiento específico para efectuar la notificación que ordena el artículo 451 de la Ley Orgánica del Trabajo. En consecuencia, debe desestimarse el alegato de la parte actora en este sentido y así se declara.

3.- Con relación a la presunta violación de la libertad sindical y al derecho a la sindicalización se observa:

Del acto recurrido se desprende que el Ministro del Trabajo (Encargado) “reconoce como legítimo el proceso de unificación de los dos (2) Sindicatos de la Compañía Anónima Metro de Caracas y la elección de una nueva Junta Directiva del SINDICATO DE LOS TRABAJADORES DE LA COMPAÑÍA ANÓNIMA METRO DE CARACAS”, y en tal sentido, ha ordenado la notificación al Presidente de dicha Compañía, a los trabajadores y a todas las partes interesadas.

Ahora bien, el artículo 451, parte in fine de la Ley Orgánica del Trabajo señala que :

“De cada elección se participará inmediatamente al Inspector del Trabajo, con la copia auténtica del acta de elección, a fin de que éste haga al patrono o patronos la notificación correspondiente”
Nada ordena el citado dispositivo acerca de que en la notificación que se efectúe, deba incluirse una calificación jurídica acerca del proceso eleccionario y mucho menos acerca de la legitimidad de determinada Junta Directiva. Ello es así, porque uno de los cimientos de la libertad sindical lo constituye, precisamente, el hecho de que las autoridades administrativas no deben inmiscuirse en el ejercicio soberano del derecho de los trabajadores a elegir sus representantes ante los patronos. 

En caso de plantearse una situación conflictiva respecto de la legalidad de un proceso eleccionario de carácter sindical, la legitimidad de una junta directiva de algún sindicato o de una asamblea de trabajadores, tales circunstancias conformarían asuntos contenciosos en materia laboral y electoral que no corresponden a conciliación ni a arbitraje y por tanto, su resolución corresponderá a los órganos jurisdiccionales competentes en materia del trabajo o electorales, según la naturaleza del conflicto, pero en ningún caso a la Administración.

Por otra parte, la declaratoria de una autoridad administrativa de reconocimiento legítimo a determinada Junta Directiva, supone, por exclusión, que en caso de existir más de un sindicato en una misma empresa, las otras juntas directivas carecerían de legitimidad, cuestión no contemplada en el ordenamiento laboral, puesto que en una empresa pueden coexistir y hacer vida sindical, más de un sindicato y por ende, más de una Junta Directiva, importando a efectos de la relación con el o los patronos, cual de esas organizaciones sindicales es la mayoritaria en número de afiliados, mas no lo relativo a su legitimidad.

Cabe destacar de otra parte, que en el acto impugnado se hace referencia a la Asamblea General Unitaria de Trabajadores y a la existencia de dos sindicatos diferentes, los cuales habrían participado en un proceso eleccionario. Si ello fue así, bastaba al emisor del acto notificar al patrono de esa circunstancia y del resultado de la elección; pero al calificar como legítimos tanto el proceso como la junta directiva que emergió del mismo, asumió atribuciones que escapan por completo al ámbito de sus potestades.

En efecto, si existían dos sindicatos que se habrían fusionado en virtud de un proceso unitario, dos situaciones distintas pueden suscitarse a raíz de la declaratoria de legitimidad que hace el Ministro del Trabajo (Encargado):

En primer lugar, que del proceso unitario surgió un sindicato nuevo, distinto a los anteriores, en cuyo caso debieron seguirse las normas de inscripción de un nuevo sindicato, lo cual no consta en autos.

En segundo término, que uno, o ambos sindicatos, quedó o quedaron disueltos por efecto de la fusión. En este segundo supuesto, la disolución debió ser decidida por un Juez de Primera Instancia del Trabajo, previa solicitud de los interesados y en ningún caso una autoridad administrativa pudo ordenarla, por disponerlo así el artículo 462 de la Ley Orgánica del Trabajo.

Lo anterior conduce a esta Sala a concluir en que el acto impugnado viola la libertad sindical y el derecho a su protección, consagrados tanto en la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, que en su artículos 95 dispone que las organizaciones sindicales no están sujetas a intervención, suspensión o disolución administrativa; como en la Ley Orgánica del Trabajo, la cual dispone en su artículo 448 que los miembros de un organismo sindical no podrán ser excluidos ni privados de sus derechos, sino por las causas taxativamente enumeradas en dicho texto legal.

El acto impugnado vulnera igualmente los principios y obligaciones asumidas por la República en virtud del Convenio N° 87, relativo a la libertad sindical y a la protección del de derecho de sindicación, adoptado por la Trigésima Primera Reunión de la Conferencia General de la Organización Internacional del Trabajo, cuya entrada en vigencia en nuestro país se materializó en virtud de la Ley Aprobatoria del Convenio N° 87, sancionada por el entonces Congreso de la República en fecha 3 de septiembre de 1982, publicada en Gaceta Oficial Extraordinaria N° 3.011 y según el cual, las autoridades públicas deberán abstenerse de toda intervención que tienda a limitar el derecho a la libertad sindical o a entorpecer su ejercicio legal.

En consecuencia, el acto impugnado, en definitiva, supone la indebida injerencia del Poder Ejecutivo en atribuciones exclusivas y excluyentes del Poder Judicial, ejemplo de lo cual se encuentra consagrado en el artículo 448 de la Ley Orgánica del Trabajo, que atribuye a los jueces laborales el conocimiento y decisión acerca de la exclusión y privación de derechos a los miembros de las organizaciones sindicales.

Por último, llama la atención a esta Sala que la Procuraduría General de la República sustente cada una de sus opiniones en la presunta legitimidad del proceso de unificación, cuando este hecho no se ha discutido en este proceso, ni puede resolverse en esta sede, por corresponder a los tribunales competentes la dilucidación acerca de la validez o nó de la Asamblea efectuada y de la elección a la cual alude el acto impugnado; y que no hubiere desplegado argumento de ninguna índole respecto de la legalidad del acto recurrido, objeto del presente recurso de nulidad.

En tal virtud, no cabe realizar consideraciones sobre los alegatos esgrimidos por la representante de la República, por ser ajenos a la cuestión debatida. Así se declara.

IV

DECISIÓN

Por las razones precedentemente expuestas esta Sala Político Administrativa del Tribunal Supremo de Justicia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, declara CON LUGAR el recurso contencioso administrativo de anulación ejercido por el ciudadano ADRIÁN OCTAVIO ORONOZ SILVA, debidamente identificado en autos En consecuencia, DECLARA LA NULIDAD ABSOLUTA del acto administrativo contenido en el Auto de fecha 23 de noviembre de 1999, dictado por el ciudadano Dr. Manuel Manrique Siso, en su carácter de MINISTRO DEL TRABAJO (ENCARGADO).

Publíquese, regístrese y comuníquese. Remítase copia certificada de esta decisión al Ministerio del Trabajo y una vez cumplido, archívese el expediente.

Dada, firmada y sellada en el Salón de Despacho de la Sala Político Administrativa del Tribunal Supremo de Justicia, en Caracas a los ocho (08) días del mes de febrero de 2001. Años: 190º de la Independencia y 141º de la Federación.-

    El Presidente Ponente,

 

LEVIS IGNACIO ZERPA

El Vicepresidente,

 

HADEL MOSTAFÁ PAOLINI

YOLANDA JAIMES GUERRERO

                  Magistrada
La Secretaria,

 

       ANAÍS MEJÍA CALZADILLA

Exp. 16.718
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En trece (13) de febrero del año dos mil uno, se publicó y registró la anterior sentencia bajo el Nº 00118.

